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RECURSO DE APELACION (LECN) 421/21 

 
En OVIEDO, a Diecisiete de Diciembre de dos mil Veintiuno. La 

Sección Sexta de la Audiencia Provincial, compuesta por los 

Ilmos. Sres.    , Presidente;    

  y     , 

Magistradas; ha pronunciado la siguiente: 

 

 

SENTENCIA Nº 449/21 

 
En el Rollo de apelación núm. 421/21, dimanante de los autos  

de juicio civil Ordinario Derecho al Honor-249.1.1, que con el 

número 181/20 se siguieron ante el Juzgado de Primera  

Instancia Nº 3 de Langreo, siendo apelante    

 

 

 

 
   

 
 
 
 



 
 
 

, demandante en primera instancia, representada por  

la Procuradora      y asistida por la 

Letrada      ; como parte apelada 

TELEFONICA MOVILES (MOVISTAR), demandado en primera instancia, 

representado por el Procurador      

 y asistido por el Letrado      

 y el MINISTERIO FISCAL en la representación que le es 

propia; ha sido Ponente la Ilma.     

. 

 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 
 

PRIMERO.- El Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Langreo 

dictó Sentencia en fecha 27.05.21 cuyo fallo es del tenor 

literal siguiente: “Que estimando parcialmente la demanda 

interpuesta por     , Procuradora de 

los Tribunales en nombre y representación de    

, contra TELEFONICA MOVILES ESPAÑA SAU, representada 

por el Procurador de los Tribunales      

  debo declarar y declaro haber lugar, en parte, a la 

misma y en consecuencia: 

a) Debo declarar que la mercantil demandada TELEFONICA MOVILES 

ha cometido una intromisión ilegítima en el honor de la 

demandante,     al mantener sus datos 

indebidamente registrados en el fichero de morosos EXPERIAN 

BADEXCUG condenándola a estar y pasar por ello. 

b) Debo condenar a la mercantil demandada TELEFONICA MOVILES, 

al pago de la cantidad de DOS MIL EUROS a la demandante,  

  , en concepto de indemnización por daños 

morales por vulneración de su derecho al honor. 



 

 

 

c) Debo condenar a la demandada, si no lo ha hecho ya a hacer 

los trámites necesarios para la exclusión de los datos de  

 del fichero EXPERIAN. 

 
d) No se efectúa pronunciamiento en cuanto a costas.” 

 
 

SEGUNDO.- Contra la anterior sentencia se interpuso recurso de 

apelación por la parte demandante, del cual se dio el 

preceptivo traslado a las partes personadas, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 461 de la vigente Ley, que lo 

evacuaron en plazo. Remitiéndose posteriormente los autos a 

esta Sección, señalándose para deliberación, votación y fallo 

el día 13.12.21. 

 
TERCERO.- En la tramitación del presente recurso se han 

observado las prescripciones legales. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 

PRIMERO.- La sentencia de primera instancia  estima 

parcialmente la demanda presentada por    

 y declara que la mercantil demandada TELEFONICA 

MOVILES ESPAÑA SAU ha cometido una intromisión ilegítima en el 

honor de la demandante al mantener sus datos indebidamente 

registrados en el fichero de morosos Experian Badexcug, con la 

condena a la demandada por esa intromisión sin haber cumplido 

los requisitos necesarios en concepto de daños morales a la 

suma de 2.000 euros. Sin pronunciamiento en cuanto a costas. 

 
El recurso interpuesto por el demandante se constriñe a la 

cuantificación de la indemnización por daños morales y 

considera que la sentencia dictada infringe el art. 9.3 de la 

L.O. 1/1982, existiendo error notorio en la valoración de la 



 

 

 

prueba, dado que la cuantía adjudicada no ha tenido en cuenta 

los criterios establecidos por la sala 1ª del TS, quien ha 

establecido que la sanción no puede ser simbólica como es el 

caso, ni las múltiples gestiones que tuvo que realizar sin que 

le hubieran dado explicación sobre la deuda, causándole un  

daño a la hora de contratar determinados servicios. 

Y por la no imposición de costas. 

 
 

SEGUNDO.- Respecto a la cuantía de la  indemnización, y dado 

que la pretensión ejercitada por la afectada gira en torno a  

la vulneración del derecho fundamental al honor, han de 

aplicarse las previsiones de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de 

mayo, de Protección Civil del Derecho al Honor, a la Intimidad 

Personal y Familiar y a la Propia Imagen. 

El art. 9.3 de esta ley orgánica prevé: ”La existencia de 

perjuicio se presumirá siempre que se acredite la intromisión 

ilegítima. La indemnización se extenderá al daño moral que se 

valorará atendiendo a las circunstancias del caso y a la 

gravedad de la lesión efectivamente producida, para lo que se 

tendrá en cuenta en su caso, la difusión o audiencia del medio 

a través del que se haya producido. También se valorará el 

beneficio que haya obtenido el causante de la lesión como 

consecuencia de la misma”. 

 
Será indemnizable en primer lugar la afectación a la dignidad 

en su aspecto interno o subjetivo, y en el externo u objetivo, 

el relativo a la consideración de las demás personas. 

Para valorar este segundo aspecto ha de verse la divulgación 

que ha tenido tal dato, pues no es lo mismo que sólo hayan 

tenido conocimiento los empleados de la empresa acreedora y  

los de las empresas responsables de los registros de morosos 

que manejan los correspondientes ficheros, a que el dato haya 



 

 

 

sido comunicado a un número mayor o menor de asociados al 

sistema que hayan consultado los registros de morosos. 

 
También sería indemnizable el quebranto y la angustia  

producida por el proceso más o menos complicado que haya  

tenido que seguir el afectado para la rectificación o 

cancelación de los datos incorrectamente tratados. 

La STS de 24 de abril de 2009, sienta como doctrina 

jurisprudencial que la inclusión indebida en un fichero de 

morosos vulnera el derecho al honor de la persona cuyos datos 

son incluidos en el fichero, por la valoración social negativa 

que tienen las personas incluidas en estos registros y porque 

la imputación de ser "moroso" lesiona la dignidad de la 

persona, menoscaba su fama y atenta a su propia estimación 

«pues esta clase de registros suele incluir a personas 

valoradas socialmente en forma negativa o al menos con recelos 

y reparos es una imputación, la de ser moroso, que lesiona la 

dignidad de la persona y menoscaba su fama y atenta a su  

propia estimación. 

Esta sentencia afirma que para que tal vulneración se produzca 

es intrascendente que el registro haya sido o no consultado  

por terceras personas, puesto que la jurisprudencia ha 

distinguido en el derecho al honor un doble aspecto, el  

aspecto interno de íntima convicción -inmanencia- y el aspecto 

externo de valoración social –trascendencia. Pero si el  dato 

ha sido divulgado, porque el registro ha sido consultado, y  

tal divulgación tiene consecuencias económicas, habrían de 

indemnizarse tanto el daño moral como el patrimonial (STS de 

16 de febrero de 2016). 

La STS de 19 de octubre de 2000, declaró, con cita de otras 

anteriores, que la valoración de los daños morales a efectos  

de determinar la cuantía de su indemnización no puede  

obtenerse de una prueba objetiva, pero no por ello se ata a 



 

 

 

los Tribunales de Justicia e imposibilita legalmente para  

fijar su cuantificación, a cuyo efecto ha de tenerse en cuenta 

y ponderar las circunstancias concurrentes en cada caso. Se 

trata por tanto de una valoración estimativa. 

Como señala la sentencia de 18 de febrero de 2015, este 

precepto establece una presunción "iuris et de iure" de 

existencia de perjuicio indemnizable comprensivo del  daño 

moral y los daños patrimoniales concretos, fácilmente 

verificables y cuantificables (por ejemplo, el derivado de que 

el afectado hubiera tenido que pagar un mayor interés por 

conseguir financiación al estar incluidos sus datos personales 

en uno de estos registros), como los daños patrimoniales más 

difusos pero también reales e indemnizables, como son los 

derivados de la imposibilidad o dificultad para  obtener 

crédito o contratar servicios (puesto que este tipo de 

registros está destinado justamente a advertir a los  

operadores económicos de los incumplimientos de obligaciones 

dinerarias de las personas cuyos datos han sido incluidos en 

ellos). 

La sentencia de 4 de diciembre de 2014 indicó expresamente que 

"Las indemnizaciones simbólicas son disuasorias no para quien 

ha causado la intromisión ilegítima en el derecho al honor, 

sino para quien la ha sufrido, pues una indemnización que no 

cubre ni de lejos los gastos necesarios para entablar un 

proceso disuade a los perjudicados de solicitar la tutela 

judicial de sus derechos fundamentales. Y, como efecto  

negativo añadido, desincentiva también la adopción de pautas  

de conducta más profesionales y serias en las empresas 

responsables de ficheros de morosos, puesto que les resulta  

más barato pagar indemnizaciones simbólicas que mejorar sus 

estructuras organizativas y adoptar pautas de conducta más 

rigurosas en la comprobación de la concurrencia de los 

requisitos necesarios para incluir los datos en un registro de 



 

 

 

morosos que respeten las exigencias del principio de calidad  

de los datos contenido en la normativa reguladora del 

tratamiento automatizado de datos personales ( art. 8.2 de la 

Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea (art.8.2  

de la carta de derechos Fundamentales de la Unión Europea). 

 

Teniendo en cuenta todo lo anteriormente expuesto, y las 

circunstancias concurrentes en el presente caso, no 

cuestionándose en alzada las facturas impagadas ni la 

notificación de su impago, lo que resalta a efectos 

indemnizatorios es que las consultas previas al servicio de 

atención al cliente de Movistar no fueron atendidos pese a los 

múltiples intentos a fin de conocer el origen de la deuda que 

generó la inclusión, y pese a lo que se manifiesta,  no  

resulta probado el perjuicio real que se dice causado con 

entidades financieras o de otro tipo al no resultar acreditado 

que pese a estar incluida durante más de dos años el fichero 

fuese consultado por ninguna compañía, lo que unido al hecho  

de que sus datos ya estuvieron incluidos por otra compañía 

telefónica, como dice la STS de 27 de febrero de 2020, su 

valoración  se hará atendiendo a las circunstancias del caso y 

a la gravedad de la lesión efectivamente producida, dato este 

último que como esta sala ya tiene dicho desde la  sentencia  

de 13 de octubre en donde junto a la deuda de la demandada 

existían otras deudas informadas por distintas entidades “que 

permite concluir que la afectación tanto en el aspecto 

subjetivo como en el objetivo, a la dignidad personal y  

derecho al honor en su aspecto de fama de buen pagador en el 

actor, derivada de la actuación de la demandada, fue muy 

limitada, en cuanto su fama de buen pagador estaba más que 

deteriorada con anterioridad a la citada inclusión, y ello por 

el concurso de la propia actuación del recurrente, de 

reiteración de incumplimientos de obligaciones dinerarias 



 

 

 

reiterados, lo contrario de lo que pretende proteger en este 

procedimiento, esto es su invocada fama de buen pagador. 

Tomando en consideración todas esas circunstancias, la 

conclusión a que llega esta Sala no es otra que estimar que si 

bien la indemnización fijada en la recurrida debe ser 

incrementada, dado que de acuerdo con la doctrina 

jurisprudencial invocada en el recurso deben evitarse  

meramente simbólicas, ello no obstante, ha de tenerse en  

cuenta que también debe huirse de que la tutela del derecho se 

convierta en un juego meramente especulativo, reclamando 

indemnizaciones que exceden claramente de los daños morales  

que hubieran podido causarse por esa indebida inclusión en el 

registro de morosos, como ha de estimarse es la reclamada en  

la demanda rectora y reiterada en esta alzada”. 

La Sala en relación a la cuantía de la indemnización por daño 

moral, ponderando las particulares circunstancias objetivas y 

subjetivas aquí concurrentes y expuestas con anterioridad, 

ratifica el importe de 2.000 euros fijado en la instancia. 

 

TERCERO.- La desestimación del recurso de apelación conlleva,  

a tenor de lo establecido en el art. 398 apartado 1º de la Ley 

de enjuiciamiento civil, la condena al apelante al pago de las 

costas causadas en esta alzada. 

 
FALLO 

 
 

Por lo expuesto, este Tribunal decide: 

 

 

DESESTIMAR el recurso de apelación interpuesto por la 

Procuradora    en nombre y representación de 

     contra la sentencia dictada el 27  

de mayo de 2021 por el Juzgado de Primera instancia nº 3 de 



 

 

 

Langreo en los autos de juicio ordinario nº 181/2020, 

CONFIRMANDO esa resolución, con imposición de las costas 

causadas en esta alzada a la parte apelante. 

 
Contra la presente sentencia, cabe interponer en el plazo de 

veinte días recurso extraordinario por infracción procesal  

y/o, casación, conforme a la D.A. Decimoquinta  de  la 

L.O.P.J., para la admisión del recurso se deberá acreditar 

haber constituido, en la cuenta de depósitos y consignaciones 

de este órgano, un depósito de 50 Euros, salvo que el 

recurrente sea: beneficiario de Justicia gratuita, el M. 

Fiscal, el Estado, Comunidad Autónoma, entidad local, u 

organismo autónomo dependiente. 

 
Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y 

firmamos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 

sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 

que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 

las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 

víctimas o perjudicados, cuando proceda. 

 

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 

fines contrarios a las leyes. 
 




